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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NOTIFICACIÓN POR ESTADO EN ACCIONES POPULARES / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “Como problema jurídico debe resolver esta Sala si procede la acción de tutela para obtener la corrección y anulación de la notificación por estado, en la cual debían aparecer varias decisiones adoptadas por el juzgado accionado, en acciones populares promovidas por el actor. Además, determinar si el accionante incurrió en actuación temeraria o si concurre una cosa juzgada constitucional. (…) [E]l demandante ninguna actividad ha desplegado en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, con el fin de obtener lo que pretende por este medio especial y que el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda. Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.”.
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Acta No. 116 del 8 de marzo de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00090-00
Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Secretario de ese despacho, el señor Cristian Vásquez, el Alcalde Municipal de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que el 9 de febrero “La juez profiere Estado” por medio del cual le notificaron unas acciones populares, empero allí no se consignan “todos los procesos que dice notificar”.  
2. Considera lesionadas sus “garantías procesales” y para su protección, solicita se ordene a la juez accionada decretar la nulidad del estado fijado el 9 de febrero último, realizar esa notificación de forma correcta y consignar en ese listado los nombres de las entidades demandadas.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Luego de corregida la acción de tutela, por auto del pasado 23 de febrero se admitió y se ordenó vincular al Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito, al Alcalde Municipal de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. No se mandó hacerlo respecto de las entidades demandadas en las acciones populares en que el actor considera lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esas actuaciones, las demandas no han sido admitidas y por ende, dichas entidades no ha concurrido a esos procesos.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira indicó que efectivamente en el estado del 9 de febrero se dejaron de notificar los autos proferidos el día anterior en las acciones populares 2016-00620, 2016-00621, 2016-00622, 2016-00624, 2016-00626, 2016-00627, 2016-00629, 2016-00631, 2016-00632, 2016-00633, 2016-00634, 2016-00635, 2016-00636, 2016-00637, 2016-00638, 2016-00639, 2016-00640 y 2016-00641, como quiera que se advirtió un error en ellos y se retiraron de ese listado para enmendarlos con fecha posterior, “pero se tomó por el despacho la decisión de corregirlos el mismo día, y por omisión involuntaria, pasaron directamente a la baranda, sin que se incluyeran de nuevo en el estado del 09 de febrero”. De esa situación dio cuenta al despacho el actor el 14 de febrero; el día siguiente, previo informe secretarial, por auto de cúmplase se ordenó notificar aquellas providencias por estado del 16 de febrero y anular la constancia secretarial de fijación de estado No. 022 del 9 de febrero de 2017.
Similar circunstancia ocurrió en la acción popular radicada bajo el No. 2016-00598 en la cual, también por omisión involuntaria, se dejó de incluir en el estado del 10 de febrero, el auto allí proferido el 9 anterior; luego del trámite respectivo se hizo la debida notificación por intermedio de estado del 16 de febrero.
Sobre este proceso, agregó, el actor ya había interpuesto otra acción de tutela, la radicada 2017-00088, por los mismos hechos, de la cual tuvo conocimiento el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, lo que constituye una actuación temeraria.
Por lo tanto, como todas las providencias ya fueron notificadas y el error obedeció a circunstancias de congestión judicial y estrés, solicitó declarar improcedente el amparo. 

Finalmente informó que el actor no elevó solicitud alguna en el sentido de anular o notificar en debida forma las decisiones adoptadas en los citados procesos.   
2.2 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.3 El señor Alcalde Municipal de Pereira, por medio de apoderada, solicitó negar el amparo porque la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime cuando los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado. Pidió además, condenar en costas al actor, de demostrarse que actuó de forma temeraria.
3. La titular del despacho accionado y los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Como problema jurídico debe resolver esta Sala si procede la acción de tutela para obtener la corrección y anulación de la notificación por estado, en la cual debían aparecer varias decisiones adoptadas por el juzgado accionado, en acciones populares promovidas por el actor. Además, determinar si el accionante incurrió en actuación temeraria o si concurre una cosa juzgada constitucional. 
3. Para empezar por esto último, es preciso señalar que según lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, el fenómeno de la cosa juzgada se presenta cuando existe similitud de partes, hechos y pretensiones entre dos o más acciones de tutelas. 
Como ya se dijo, el Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito local alega que el actor ya había promovido otra acción de amparo sustentado en iguales hechos a los aquí invocados. Sin embargo, para la Sala no hay lugar a aplicar la citada figura; tampoco la de la temeridad, porque tal como lo dijo ese mismo funcionario, en la acción de tutela radicada bajo el No. 2017-00088, de la cual conoció el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo de este Tribunal, el debate gira en torno también a la omisión en la notificación por estado, pero ocurrida el 10 de febrero, diferente a la notificación aquí reprochada que es del día anterior, es decir que las actuaciones procesales que involucran cada acción de tutela son totalmente distintas, tanto así que en aquella la supuesta vulneración por indebida notificación, el actor la concretó a la acción popular radicada 2016-00598, frente a la cual, esta Sala no puede hacer pronunciamiento alguno ya que, por lo dicho, se trata de un proceso ajeno al debate planteado en esta sede. Por lo tanto, como no se configura una duplicidad de hechos y pretensiones, es procedente analizar de fondo la cuestión.
4. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. 

En el curso del proceso se acreditó que el accionante no ha elevado solicitud formal alguna ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, para obtener se decrete la nulidad por indebida notificación en las acciones populares radicadas bajo los No. 2016-00620, 2016-00621, 2016-00622, 2016-00624, 2016-00626, 2016-00627, 2016-00629, 2016-00631, 2016-00632, 2016-00633, 2016-00634, 2016-00635, 2016-00636, 2016-00637, 2016-00638, 2016-00639, 2016-00640 y 2016-00641 y se corrija la notificación por estado efectuada el día 9 de febrero último
.

Surge de lo anterior que el demandante ninguna actividad ha desplegado en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, con el fin de obtener lo que pretende por este medio especial y que el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado frente al juzgado accionado resulta improcedente y así se declarará.

5. De todos modos, las pruebas documentales incorporadas a la actuación acreditan que en las acciones populares objeto del amparo, la titular del  juzgado accionado ordenó notificar por estado del 16 de febrero último, los autos proferidos el 9 anterior
 y a ello procedió el Secretario de ese despacho
. Es decir que la pretensión principal del actor, relativa a la corrección de la notificación, ya se encuentra satisfecha y, por ende, carece de objeto actualmente la acción de tutela.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Secretario de ese despacho, el señor Cristian Vásquez, el Alcalde Municipal de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
(Vienen firmas de sentencia de tutela en acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00090-00)

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-128 de 2016


� Folio 92 a 94


� Sentencia T-1065 de 2005, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Folios 21, 25, 29, 33, 37, 41, 45, 49, 53, 57, 61, 65, 69, 73, 77, 81, 85 y 89


� Folio 91





8

